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TEST Nº 1 RAMA JURIDICA 

 

 

GRUPO DE MATERIAS COMUNES 

 

 

1. Conforme a lo establecido en el artículo 6 de la Constitución Española, en un partido 

político deberá ser democrático: 

a) Su estructura interna y funcionamiento. 

b) Sus órganos asamblearios. 

c) Su estructura interna y sus órganos asamblearios. 

d) Su estructura interna, sus órganos asamblearios y su funcionamiento. 

 

2. El artículo 22.4 de la Constitución Española, establece que las asociaciones sólo 

podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de: 

a) Ley. 

b) Resolución judicial motivada. 

c) Resolución administrativa motivada. 

d) Resolución administrativa y judicial motivada. 

 

3. El artículo 78.1 de la Constitución Española, establece que, en cada Cámara habrá 

una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de: 

a) Veinte miembros, que representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su 

importancia numérica. 

b) Quince miembros, que representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su 

importancia numérica. 

c) Dieciocho miembros, que representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a 

su importancia numérica. 

d) Veintiún miembros, que representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a 

su importancia numérica. 

 

4. El artículo 102 de la Constitución Española, establece que la responsabilidad 

criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su 

caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. Si la acusación fuera por 

traición o cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus 

funciones, sólo podrá ser planteada: 

a) Por iniciativa de la tercera parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación 

por mayoría absoluta del mismo. 

b) Por iniciativa de la tercera parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación 

por mayoría del mismo. 

c) Por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación por 

mayoría del mismo. 

d) Por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación por 

mayoría absoluta del mismo. 

  



TSAG_J - 2 

 

5. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Española, el estado 

de sitio, será declarado por: 

a) Por el Gobierno, mediante Decreto acordado en el Consejo de Ministros. 

b) Por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del 

Gobierno. 

c) Por el Gobierno, mediante Decreto acordado en el Consejo de Ministros, previa 

autorización del Congreso de los Diputados. 

d) Por el Gobierno, mediante Decreto acordado en el Consejo de Ministros, previa 

autorización del Senado. 

 

6. Conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, 

del Tribunal de Cuentas, señale el cuórum necesario para la válida constitución del 

Pleno del Tribunal de Cuentas: 

a) El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de dos tercios de sus 

componentes y sus acuerdos serán adoptados por mayoría de asistentes. 

b) El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de un tercio de sus 

componentes y sus acuerdos serán adoptados por mayoría de asistentes. 

c) El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de un tercio de sus 

componentes y sus acuerdos serán adoptados por mayoría absoluta de asistentes. 

d) El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de tres quintos de sus 

componentes y sus acuerdos serán adoptados por mayoría de asistentes. 

 

7. El artículo 160 de la Constitución Española, indica que el Presidente del Tribunal 

Constitucional será nombrado entre sus miembros por: 

a) El Gobierno, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años. 

b) El Rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de cinco años. 

c) El Gobierno, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de cinco años. 

d) El Rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años. 

 

8. Según lo indicado en el artículo 125 de la Constitución Española, señale si los 

ciudadanos podrán participar en la Administración de Justicia mediante la 

institución del Jurado: 

a) Sí, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así 

como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales. 

b) Sí, en la forma y con respecto a aquellos procesos civiles que la ley determine, así 

como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales. 

c) Sí, en la forma y con respecto a aquellos procesos civiles y penales que la ley 

determine. 

d) No, en ningún caso. 
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9. Según lo especificado en el artículo séptimo de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 

octubre, del Tribunal Constitucional, el Tribunal Constitucional consta: 

a) De tres Salas. Cada Sala está compuesta por seis Magistrados nombrados por el 

Presidente. 

b) De tres Salas. Cada Sala está compuesta por cuatro Magistrados nombrados por el 

Presidente. 

c) De dos Salas. Cada Sala está compuesta por seis Magistrados nombrados por el 

Tribunal en Pleno. 

d) De dos Salas. Cada Sala está compuesta por cinco Magistrados nombrados por el 

Tribunal en Pleno. 

 

10. Según lo dispuesto en el artículo 141 de la Constitución Española, indique la 

respuesta correcta: 

a) La provincia es una entidad local sin personalidad jurídica propia. 

b) El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a 

Diputaciones u otras Corporaciones de carácter representativo. 

c) El gobierno y la administración autónoma de los municipios únicamente estarán 

encomendados a las Diputaciones. 

d) El gobierno y la administración autónoma de los municipios estarán encomendados a 

Diputaciones u otras Corporaciones de carácter representativo. 

 

11. Conforme a lo establecido en el artículo 86 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 

de las Bases del Régimen Local, indique la respuesta correcta en relación al 

ejercicio de la iniciativa pública por las Entidades Locales: 

a) Las Entidades Locales podrán ejercer la iniciativa pública para el desarrollo de 

actividades económicas, aunque no esté garantizado el cumplimiento del objetivo de 

estabilidad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus 

competencias. 

b) Las Entidades Locales podrán ejercer la iniciativa pública para el desarrollo de 

actividades económicas, siempre que esté garantizado el cumplimiento del objetivo de 

estabilidad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus 

competencias. 

c) Las Entidades Locales deberán ejercer la iniciativa pública para el desarrollo de 

actividades económicas, aunque no esté garantizado el cumplimiento del objetivo de 

estabilidad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus 

competencias. 

d) Las Entidades Locales deberán ejercer la iniciativa pública para el desarrollo de 

actividades económicas, siempre que esté garantizado el cumplimiento del objetivo de 

estabilidad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus 

competencias. 
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12. Indique qué Título, de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de 

Autonomía de la Comunidad de Madrid, regula la Organización institucional de la 

Comunidad de Madrid: 

a) Título II. 

b) Título III. 

c) Título Preliminar. 

d) Título I. 

 

13. Conforme a lo establecido en el artículo 28 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de 

febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, corresponde a la 

Comunidad de Madrid la ejecución de la legislación del Estado en la siguiente 

materia: 

a) Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social. 

b) Régimen local. 

c) Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. 

d) Asociaciones. 

 

14. Conforme a lo dispuesto en el artículo 6.1. de la Ley 1/1984, de 19 de enero, 

reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, los 

Organismos Autónomos se extinguen por: 

a) El transcurso del tiempo de existencia señalado en la Ley fundacional. 

b) Decreto del Consejo de Gobierno. 

c) Orden del Consejero respectivo. 

d) Resolución del Gerente. 

 

15. A los efectos previstos en la Ley 3/2016, de 22 de julio, de protección, igualdad 

efectiva y no discriminación de las personas LGTBI de la Comunidad de Madrid, 

indique qué se entiende por LGTBIfobia: 

a) Cuando una persona haya sido, sea o pueda ser tratada de modo menos favorable 

que otra en situación análoga o comparable, por motivos de orientación sexual. 

b) Cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros puedan ocasionar 

una desventaja particular a personas por motivos de orientación sexual. 

c) Rechazo, miedo, repudio, prejuicio o discriminación hacia mujeres u hombres que se 

reconocen a sí mismos como LGTBI. 

d) Siglas que designan a personas que se identifican con un género diferente o que 

expresa su identidad de género de manera diferente al género que le asignaron al 

nacer. 
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16. El principio de legalidad se garantiza por la Constitución española:   

a) En el Título Preliminar.  

b) En el Capítulo segundo, “Derechos y Libertades”, del Título Primero, “De los derechos 

y deberes fundamentales”. 

c) En el Capítulo cuarto, “De las garantías de las libertades y derechos fundamentales”, 

del Título Primero, “De los derechos y deberes fundamentales”. 

d) El principio de legalidad no se menciona como tal en la Constitución española. 

 

17. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 150 de la Constitución española, señale 

la respuesta correcta: 

a) Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a las 

Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en 

el marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. 

b) El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante norma 

con rango de ley, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por 

su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. 

c) El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar 

las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, cuando así lo exija el 

interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría de cada Cámara, 

la apreciación de esta necesidad. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

18. De las siguientes respuestas, señale la que NO recoge un límite a la potestad 

reglamentaria recogido en el artículo 128 de la Ley 39/2015, de Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) Los Reglamentos, no podrán vulnerar la Constitución o las leyes. 

b) Los Reglamentos no podrán establecer cargas o prestaciones personales o 

patrimoniales de carácter privado. 

c) Los Reglamentos no podrán tipificar delitos, faltas o infracciones administrativas.  

d) Los Reglamentos no podrán regular aquellas materias que la Constitución o los 

Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las Cortes Generales o de 

las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.  

 

19. Conforme a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, 

las disposiciones previstas en la misma, relativas a los órganos colegiados NO 

serán de aplicación: 

a) A los órganos colegiados de gobierno de las Entidades Locales.  

b) A los órganos colegiados del Gobierno de la Nación. 

c) A los órganos colegiados de gobierno de las Comunidades Autónomas.  

d) Todas las respuestas son correctas.  
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20. De acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico 

del Sector Público, podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de 

otros ya existentes: 

a) Si se dotan de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 

b) Si se delimitan, en su respectivo ámbito competencial, las unidades administrativas 

que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de 

su organización. 

c) Si se determina su forma de integración en la Administración Pública de que se trate 

y su dependencia jerárquica. 

d) Si al mismo tiempo de su creación se suprime o restringe debidamente la competencia 

de los otros órganos ya existentes. 

 

21. A tenor del artículo 140 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, 

que regula los principios generales de las relaciones interadministrativas, señale el 

principio correctamente definido: 

a) Colaboración, cuando dos o más Administraciones Públicas, de manera voluntaria y 

en ejercicio de sus competencias, asumen compromisos específicos en aras de una 

acción común.  

b) Coordinación en la gestión de los recursos públicos, compartiendo el uso de recursos 

comunes, salvo que no resulte posible o se justifique en términos de su mejor 

aprovechamiento. 

c) Cooperación, entendido como el deber de actuar con el resto de Administraciones 

Públicas para el logro de fines comunes.  

d) Adecuación al orden de distribución de competencias establecido en la Constitución y 

en los Estatutos de Autonomía y en la normativa del régimen local.  

 

22. De conformidad con el artículo 9.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 

aceptación de alguno de los sistemas de identificación electrónica, por la 

Administración General del Estado, servirá para acreditar la identificación 

electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo, frente: 

a) A la Administración General de Estado. 

b) A todas las Administraciones Públicas. 

c) A todas las Administraciones Públicas en territorio español y ante las instituciones y 

órganos de la Unión Europea.  

d) Al órgano competente para la tramitación del procedimiento. 
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23. El artículo 95.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, indica que, en los procedimientos 

iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa 

imputable al mismo, la Administración le advertirá que, se producirá la caducidad 

del procedimiento: 

a) Transcurridos seis meses. 

b) Transcurrido un mes. 

c) Transcurridos diez días hábiles. 

d) Transcurridos tres meses. 

 

24. El artículo 42.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, expresa en relación con la práctica de las 

notificaciones en papel, si nadie se hiciera cargo de las mismas, se hará constar 

esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la 

notificación, intento que se repetirá por una sola vez: 

a) En una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En caso de que el primer intento 

de notificación se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá 

realizarse después de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos 

un margen de diferencia de tres horas entre ambos intentos de notificación. 

b) En una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En caso de que el primer intento 

de notificación se haya realizado antes de las catorce horas, el segundo intento deberá 

realizarse después de las catorce horas y viceversa, dejando en todo caso al menos 

un margen de diferencia de tres horas entre ambos intentos de notificación. 

c) En una hora distinta dentro de los dos días siguientes. En caso de que el primer intento 

de notificación se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá 

realizarse después de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos 

un margen de diferencia de dos horas entre ambos intentos de notificación. 

d) En una hora distinta dentro de los dos días siguientes. En caso de que el primer intento 

de notificación se haya realizado antes de las catorce horas, el segundo intento deberá 

realizarse después de las catorce horas y viceversa, dejando en todo caso al menos 

un margen de diferencia de dos horas entre ambos intentos de notificación. 

 

25. El artículo 64.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, indica que el acuerdo de iniciación en los 

procedimientos de naturaleza sancionadora, deberá contener al menos, indicación 

que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el contenido del 

acuerdo de iniciación, cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca de la 

responsabilidad imputada, éste podrá ser considerado: 

a) Resolución. 

b) Propuesta de resolución. 

c) Pliego de cargos. 

d) Propuesta de acuerdo. 
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26. De conformidad con el artículo 107.2 de la Ley 39/2015, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la declaración de lesividad 

de actos anulables: 

a) Podrá ser objeto de recurso de alzada. 

b) Podrá ser objeto de recurso de reposición. 

c) No será susceptible de recurso. 

d) Podrá ser impugnada directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-

administrativo. 

 

27. El artículo 18.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno, indica que, se inadmitirán a trámite, mediante 

resolución motivada, las solicitudes: 

a) Relativas a seguridad pública. 

b) Relativas a política económica y monetaria. 

c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de 

reelaboración.  

d) Relativas a la garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de 

toma de decisión. 

 

28. El artículo 19 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, establece que, están legitimados ante el orden 

jurisdiccional contencioso-administrativo:  

a) La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, en los 

litigios sobre acoso sexual y acoso discriminatorio. 

b) Los sindicatos para actuar, en nombre de los intereses del personal funcionario y 

estatutario de la Administración del Estado y de las Comunidades Autónomas y de los 

Organismos públicos vinculados a éstas, así como los de las Entidades locales. 

c) Cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente 

previstos por las Leyes. 

d) En los litigios sobre acoso discriminatorio por razón de orientación e identidad sexual, 

expresión de género o características sexuales, en relación con las personas afiliadas 

o asociadas a los mismos, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones 

profesionales de trabajadores autónomos, las organizaciones de personas 

consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas 

que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos humanos. 
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29. La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa, en su artículo 69, establece que, la sentencia declarará la 

inadmisibilidad del recurso o de alguna de las pretensiones en los siguientes casos:  

a) Cuando se ajusten a Derecho la disposición, acto o actuación impugnados. 

b) Cuando la disposición, la actuación o el acto incurrieran en cualquier infracción del 

ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder. 

c) Que se hubiera interpuesto por persona incapaz, no debidamente representada o no 

legitimada. 

d) Cuando se trate de autorizaciones para la entrada en domicilios y otros lugares 

constitucionalmente protegidos, que haya sido acordada por la Administración 

Tributaria. 

 

30. El artículo 19 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, sobre expropiación forzosa, 

manifiesta que, recibida la relación concreta e individualizada, en la que se 

describan en todos los aspectos, material y jurídico, los bienes o derechos que 

considere de necesaria expropiación, se abrirá información pública durante un 

plazo de quince días, y podrá aportar por escrito los datos oportunos para rectificar 

posibles errores de la relación publicada u oponerse, por razones de fondo o forma, 

a la necesidad de la ocupación:  

a) El propietario de la cosa o titular del derecho objeto de la expropiación. 

b) Cualquier persona. 

c) Los titulares de derechos reales e intereses económicos directos sobre la cosa 

expropiable, así como con los arrendatarios cuando se trate de inmuebles rústicos o 

urbanos. 

d) El Ministerio Fiscal. 

 

31. En relación con el Consejo de Europa, señale la respuesta correcta: 

a) Es una organización intergubernamental con sede en Luxemburgo de la que 

actualmente forman parte 47 Estados europeos. 

b) Es una organización intergubernamental con sede en Estrasburgo de la que 

actualmente forman parte 46 Estados europeos. 

c) Es una organización intergubernamental con sede en Hamburgo de la que 

actualmente forman parte 46 Estados europeos. 

d) Es una organización intergubernamental con sede en Luxemburgo de la que 

actualmente forman parte 46 Estados europeos. 

 

32. De los siguientes Estados, señale el que NO tiene concedido el estatuto de país 

candidato a adherirse a la Unión Europea: 

a) Albania. 

b) Macedonia del Norte. 

c) Kosovo. 

d) Georgia. 
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33. En relación con el Consejo Europeo, señale la respuesta correcta: 

a) Está compuesto por un representante de cada Estado miembro con rango ministerial. 

b) Su Presidente será elegido por la Comisión. 

c) La duración del cargo de Presidente del Consejo Europeo será de cuatro años 

improrrogables. 

d) No ejercerá función legislativa alguna. 

 

34. De las siguientes disposiciones que pueden dictar las Instituciones Europeas 

señale, conforme al artículo 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 

Europea, cuál NO tiene carácter vinculante: 

a) La decisión. 

b) El dictamen.  

c) La directiva. 

d) Todas las anteriores tienen carácter vinculante. 

 

35. Conforme al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la política comercial 

común: 

a) Es una competencia exclusiva de los Estados miembros. 

b) Es una competencia compartida entre la Unión Europea y los Estados miembros. 

c) Es una competencia exclusiva de la Unión Europea. 

d) Dependerá del sector comercial al que se refiera la política común en cada momento. 

 

36. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43.2 del Tratado de Funcionamiento de 

la Unión Europea, señale qué instituciones europeas establecen la organización 

común de los mercados agrícolas prevista en el apartado 1 del artículo 40, así como 

las demás disposiciones necesarias para la consecución de los objetivos de la 

política común de agricultura y pesca: 

a) El Parlamento Europeo y la Comisión previa consulta al Comité Económico y Social.  

b) El Parlamento Europeo y el Consejo previa consulta al Comité de las Regiones.  

c) El Parlamento Europeo y el Consejo previa consulta al Comité Económico y Social.  

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

37. Indique si un Estado miembro puede gravar directa o indirectamente los productos 

de los demás Estados miembros con tributos internos:  

a) Sí, siempre y cuando no sean superiores a los que graven directa o indirectamente los 

productos nacionales similares. 

b) Sí pero solo podrá gravarlos con impuestos indirectos. 

c) Dependerá del tipo de producto de que se trate. 

d) No, en ningún caso. 
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38. De conformidad con el Decreto 188/2021, de 21 de julio, del Consejo de Gobierno, 

por el que se regula la obligación de relacionarse por medios electrónicos con la 

Administración de la Comunidad de Madrid del personal a su servicio y de los 

participantes en procesos selectivos, indique si incluye la obligación de 

relacionarse electrónicamente a quienes estén en situación de excedencia: 

a) Sí. 

b) No. 

c) Solo si son funcionarios. 

d) Solo si son laborales. 

 

39. Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 

y garantía de los derechos digitales, la edad mínima general para que un menor 

pueda consentir el tratamiento de sus datos, es de: 

a) 10 años. 

b) 14 años. 

c) 16 años. 

d) 17 años. 

 

40. De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 79/2020, de 16 de septiembre, del Consejo 

de Gobierno, por el que se regula la modalidad de prestación de servicios en 

régimen de teletrabajo, la resolución de suspensión del teletrabajo será dictada: 

a) Por el órgano competente en materia de personal, previo informe del titular del centro 

directivo en el que se encuentre destinado, cuando la iniciativa proceda de la propia 

Comunidad de Madrid. 

b) Por la Dirección General de Función Pública, previa audiencia al empleado público 

interesado, cuando la iniciativa proceda de la propia Comunidad de Madrid. 

c) Por el órgano competente en materia de personal, previa audiencia al empleado 

público interesado, cuando la iniciativa proceda de la propia Comunidad de Madrid. 

d) Por la Dirección General de Función Pública, previo informe del responsable de la 

unidad administrativa, cuando la iniciativa proceda de la propia Comunidad de Madrid. 

 

41. El artículo 29 de la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la Comunidad 

de Madrid, enumera las causas por las que se perderá la condición de funcionario 

de la Comunidad de Madrid. Indique cuál de las siguientes opciones NO se 

contempla en el citado artículo:  

a) Renuncia escrita del interesado. 

b) Pérdida de la nacionalidad española. 

c) Jubilación forzosa. 

d) Suspensión firme de funciones. 
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42. Conforme el Decreto 54/2006, de 22 de junio, del Consejo de Gobierno, por el que se 

regula el acceso de las personas con discapacidad a la Administración de la 

Comunidad de Madrid, el órgano competente para, previa evaluación, autorizar o 

denegar las solicitudes de adaptación formuladas por aspirantes de un proceso 

selectivo, es: 

a) El órgano competente para efectuar la convocatoria del proceso selectivo. 

b) El Consejo Asesor de la Discapacidad. 

c) El Tribunal Calificador. 

d) Los Centros Base de Atención a Personas con Discapacidad. 

 

43. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 del Acuerdo de 2 de diciembre de 2024, 

de la Mesa Sectorial del Personal Funcionario de Administración y Servicios, sobre 

condiciones de trabajo del personal funcionario de administración y servicios de la 

Comunidad de Madrid (2025-2028), para facilitar una formación completa del 

personal que le capacite especialmente para desempeñar sus funciones en 

determinados puestos se pondrán en marcha: 

a) Marcos formativos. 

b) Líneas der actuación formativa. complementaria. 

c) Mapas estructurales. 

d) Itinerarios formativos. 

 

44. Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 

Público, señale cuál de las siguientes opciones NO es una modalidad de la carrera 

profesional de los funcionarios de carrera: 

a) Carrera horizontal. 

b) Promoción interna vertical. 

c) Carrera vertical. 

d) Desarrollo profesional. 

 

45. Conforme a la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, las 

Secciones Sindicales de aquellos sindicatos que no hayan obtenido el 10 por 100 

de los votos, estarán representadas por: 

a) Un delegado sindical. 

b) Dos delegados sindicales. 

c) Tres delegados sindicales. 

d) Aquellos Secciones Sindicales de sindicatos que no hayan obtenido el 10 por 100 de 

los votos, no tendrán derecho a representación. 

 

46. El Servicio de Prevención de la Comunidad de Madrid se encuentra adscrito: 

a) A la Consejería de Presidencia, Justicia y Administración Local. 

b) Al Instituto Regional de Seguridad y Salud en el Trabajo. 

c) A la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo. 

d) A la Consejería de Familia, Juventud y Asuntos Sociales. 
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47. La agricultura, la ganadería, y la industria agroalimentaria, como sectores 

estratégicos de la Comunidad de Madrid, representan a fecha de abril de 2025: 

a) Un 3,7% del Producto Interior Bruto y casi el 8% del empleo total de la región. 

b) Un 5,7% del Producto Interior Bruto y casi el 5% del empleo total de la región. 

c) Un 8,3% del Producto Interior Bruto y casi el 3% del empleo total de la región. 

d) Un 10,2% del Producto Interior Bruto y casi el 6% del empleo total de la región. 

 

48. La Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones, tiene por objeto, 

entre otros: 

a) Los servicios que suministren contenidos transmitidos mediante redes y servicios de 

comunicaciones electrónicas. 

b) La prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas, sus recursos y 

servicios asociados. 

c) Los contenidos audiovisuales transmitidos a través de las redes. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

49. La Constitución española establece un sistema de Seguridad Social en el Título I, 

“De los derechos y deberes fundamentales”, en: 

a) En el Capítulo Cuarto, “De las garantías de las libertades y derechos fundamentales”. 

b) En el Capítulo Tercero, “De los principios rectores de la política social y económica”. 

c) La Sección 2.ª “De los derechos y deberes de los ciudadanos”, del Capítulo Segundo. 

d) La Sección 1.ª “De los derechos fundamentales y de las libertades públicas”, del 

Capítulo Segundo. 

 

50. Señale la respuesta correcta en cuanto a las excepciones a la prohibición de que el 

Estado o las Comunidades Autónomas puedan incurrir en déficit público 

estructural, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Orgánica 2/2012, de 

27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera: 

a) Podrán incurrir en déficit estructural si se da una tasa de crecimiento real anual positiva 

del Producto Interior Bruto. 

b) Podrán incurrir en déficit estructural, en casos de situaciones de emergencia 

extraordinaria que escapen a su control y perjudiquen considerablemente su situación 

financiera o su sostenibilidad económica o social, apreciadas por la mayoría de los 

miembros del Congreso de los Diputados. 

c) Podrán incurrir en déficit estructural, en casos de situaciones de emergencia 

extraordinaria que escapen a su control y perjudiquen considerablemente su situación 

financiera o su sostenibilidad económica o social, apreciadas por la mayoría absoluta 

de los miembros del Congreso de los Diputados. 

d) Podrán incurrir en déficit estructural si la desviación temporal no pone en peligro la 

sostenibilidad fiscal a corto plazo. 
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GRUPO DE MATERIAS JURIDICAS 

 

 

51. De acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento de la Asamblea de Madrid:  

a) El Pleno, por mayoría simple, a propuesta de la Mesa de la Asamblea, o a iniciativa de 

esta, podrá delegar en las Comisiones Permanentes Legislativas unicamente la 

aprobación de proposiciones de ley, en cuyo caso la Comisión correspondiente 

actuará con competencia legislativa plena. 

b) El Pleno, por mayoría simple, a propuesta de la Mesa de la Asamblea, de acuerdo con 

la Junta de Portavoces, o a iniciativa de esta, podrá delegar en las Comisiones 

Permanentes Legislativas la aprobación de proyectos o proposiciones de ley, en cuyo 

caso la Comisión correspondiente actuará con competencia legislativa plena. 

c) El Pleno, por mayoría absoluta, a propuesta de la Mesa de la Asamblea, de acuerdo 

con la Junta de Portavoces, o a iniciativa de esta, podrá delegar en las Comisiones 

Permanentes Legislativas la aprobación de proyectos o proposiciones de ley, en cuyo 

caso la Comisión correspondiente actuará con competencia legislativa plena. 

d) En ningún caso el Pleno podrá delegar la aprobación de proyectos o proposiciones de 

Ley en la Comisiones Permanente Legislativas. 

 

52. Indique la respuesta correcta en relación con lo dispuesto en la Constitución 

española, sobre la delegación legislativa: 

a) El Congreso, por mayoría absoluta podrá delegar en el Gobierno la potestad de dictar 

normas con rango de ley sobre materias determinadas que no sean objeto de una ley 

orgánica.  

b) La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la publicación 

de la norma correspondiente.  

c) Las leyes de bases podrán en su caso, autorizar a dictar normas con carácter 

retroactivo. 

d) La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su 

objeto sea refundir varios textos legales en uno solo. 

 

53. Señale la respuesta correcta en relación a la iniciativa popular, según lo dispuesto 

en la Constitución Española: 

a) Una ley ordinaria regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular 

para la presentación de proyectos de ley.  

b) Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular 

para la presentación de proyectos de ley. 

c) Una ley ordinaria regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular 

para la presentación de proposiciones de ley. 

d) Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular 

para la presentación de proposiciones de ley. 
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54. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2.1 del Código Civil, las disposiciones de 

entrada en vigor de las leyes o reglamentos, cuya aprobación o propuesta 

corresponda al Gobierno o a sus miembros, y que impongan nuevas obligaciones a 

las personas físicas o jurídicas que desempeñen una actividad económica o 

profesional como consecuencia del ejercicio de ésta, preverán el comienzo de su 

vigencia: 

a) El 2 de enero o el 1 de julio siguientes a su aprobación. 

b) El 31 de enero o el 30 de julio siguientes a su aprobación. 

c) El 31 de diciembre o el 30 de junio siguientes a su aprobación. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

55. A los efectos previstos en la Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo Común, 

tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas: 

a) Cualquier persona física o jurídica que tenga un interés directo en el asunto de que se 

trate. 

b) Cualquier menor de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e 

intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia 

de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. 

c) Las uniones y entidades sin personalidad jurídica, cuando la Ley así lo declare 

expresamente. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

56. Según lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

de Régimen Jurídico del Sector Público, tienen la consideración de 

Administraciones Públicas, la Administración General del Estado, las 

Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la 

Administración Local, así como: 

a) El sector público institucional. 

b) Las Universidades públicas. 

c) Las sociedades mercantiles estatales.  

d) Los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes 

de las Administraciones Públicas. 

 

57. Indique de las siguientes entidades de la Comunidad de Madrid, cuál es un 

organismo autónomo de carácter mercantil:  

a) El Instituto Regional de Seguridad y Salud en el Trabajo (IRSST). 

b) El Instituto Madrileño de Investigación, Desarrollo rural, agrario y alimentario (IMIDRA). 

c) Planifica Madrid Proyectos y Obras.  

d) Madrid Cultura y Turismo. 
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58. De acuerdo con la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación, indique la respuesta correcta respecto 

de dichas Cámaras: 

a) Como función público-administrativa, les corresponde promover y cooperar en la 

organización de ferias y exposiciones. 

b) Al régimen de contratación le será de aplicación el Derecho Administrativo. 

c) Sus órganos de gobierno son el Pleno, el Comité ejecutivo, el Presidente y el 

Secretario general. 

d) La disposición de bienes patrimoniales deberá contar en todo caso con la autorización 

de la administración tutelante. 

 

59. La Ley 1/1984, de 19 de enero, reguladora de la Administración Institucional de la 

Comunidad de Madrid, en su artículo 49.1, expresa que, los órganos de gobierno de 

los órganos de gestión sin personalidad jurídica son: 

a) Gerente, Consejo de Administración y Secretario. 

b) El Consejo de Administración y su Presidente, el Consejero-Delegado, si lo hubiere, y 

el Gerente. 

c) Presidente, Gerente y un número de vocales no superior a trece. 

d) Presidente, Vicepresidente, Gerente y Consejo de Administración. 

 

60. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dispone 

en su artículo 11.1 que, la realización de actividades de carácter material o técnico, 

competencia de los órganos administrativos o de las Entidades de Derecho Público, 

por otros órganos o Entidades de Derecho Público de la misma o de distinta 

Administración, siempre que entre sus competencias estén esas actividades, por 

razones de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su 

desempeño, se realizará a través de: 

a) Delegación de Competencias.   

b) Delegación de Firma. 

c) Encomiendas de gestión.  

d) Avocación. 

 

61. El artículo 140 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, establece que, las diferentes Administraciones Públicas actúan y se 

relacionan con otras Administraciones y entidades u organismos vinculados o 

dependientes de éstas, de acuerdo con uno de los siguientes principios: 

a) Legalidad.   

b) Lealtad institucional. 

c) Transparencia en su gestión.  

d) Estabilidad presupuestaria y sostenibilidad. 
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62. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 23.2 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, frente 

a toda resolución del Consejo Económico y Social, expresa o presunta en materia 

de acceso, podrá interponerse: 

a) Recurso de alzada. 

b) Recurso de reposición. 

c) Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 

d) Sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo. 

 

63. La ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, en su artículo 25 expresa que, en los procedimientos 

iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya 

dictado y notificado resolución expresa, en el caso de procedimientos de los que 

pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u 

otras situaciones jurídicas favorables, producirá los siguientes efectos: 

a) Se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución. 

b) Legitima al interesado o interesados para entender sus pretensiones estimadas por 

silencio administrativo. 

c) Los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus 

pretensiones por silencio administrativo. 

d) Se producirá la caducidad. 

 

64. El artículo 85 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, establece que, iniciado un procedimiento 

sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el 

procedimiento con la imposición de la sanción que proceda; y que,  cuando la 

sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el pago voluntario por el presunto 

responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la 

terminación del procedimiento. En ambos casos, el órgano competente para 

resolver el procedimiento aplicará reducciones de: 

a) Al menos el 10% sobre el importe de la sanción propuesta, incrementándose con un 

20% adicional si concurren ambos casos. 

b) Al menos el 10% sobre el importe de la sanción propuesta, incrementándose hasta el 

20% si se dan ambos casos. 

c) El 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, sin que ambos casos puedan ser 

objeto de acumulación. 

d) Al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, siendo éstos acumulables 

entre sí. 
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65. El artículo 241.bis de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, señala 

que, contra las resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas, 

cuando se haya declarado incorrectamente la inadmisibilidad de la reclamación, se 

podrá interponer ante el tribunal que hubiera dictado la resolución que se impugna: 

a) Recurso de alzada ordinario.  

b) Recurso de anulación. 

c) Recurso contra la ejecución. 

d) Recurso de reposición. 

 

66. El artículo 123.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, dispone que la cuestión de ilegalidad, la planteará: 

a) El ministerio fiscal. 

b) Cualquiera de las partes. 

c) El juez o tribunal. 

d) El juez o tribunal y cualquiera de las partes. 

 

67. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo del Real Decreto 5/2015, por el que se 

aprueba el Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 

señale la respuesta correcta en relación a la mediación como procedimiento de 

solución extrajudicial: 

a) La mediación será obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de 

solución que ofrezcan el mediador o mediadores será obligatoria para ambas partes. 

b) La mediación será voluntaria y las propuestas de solución que ofrezcan el mediador o 

mediadores podrán ser libremente aceptadas o rechazadas por las mismas. 

c) La mediación será obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de 

solución que ofrezcan el mediador o mediadores podrán ser libremente aceptadas o 

rechazadas por las mismas. 

d) Los acuerdos derivados de la mediación no serán susceptibles de impugnación. 

 

68. Según el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, indique qué 

sucede en última instancia si no se alcanza un acuerdo en la negociación colectiva: 

a) Se aplica el criterio derivado del acuerdo inicial. 

b) Se convoca un arbitraje obligatorio. 

c) Se da traslado a la Comisión Paritaria del Convenio Colectivo. 

d) Corresponderá a la Administración establecer las condiciones de trabajo de los 

funcionarios. 
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69. Según el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, indique qué 

ocurre cuando finaliza la causa que determinó el pase de un funcionario a la 

situación de servicios especiales y éste no solicita el reingreso en el plazo 

reglamentariamente establecido: 

a) Queda en situación de suspensión definitiva. 

b) Queda en situación de suspensión provisional. 

c) Pierde la condición de empleado público. 

d) Se declara en situación de excedencia voluntaria por interés particular. 

 

70. Según lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 

incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas, por 

excepción y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en la presente Ley, podrá 

reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal que 

desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos 

específicos, o concepto equiparable, cuya cuantía: 

a) No supere el 50 por 100 de su retribución básica, incluidos los conceptos que tengan 

su origen en la antigüedad. 

b) No supere el 40 por 100 de su retribución básica, incluidos los conceptos que tengan 

su origen en la antigüedad. 

c) No supere el 40 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan 

su origen en la antigüedad. 

d) No supere el 30 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan 

su origen en la antigüedad. 

 

71. Según el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, indique qué 

ocurre si la suspensión firme de funciones excede de seis meses: 

a) Se pierde el puesto de trabajo. 

b) Se pierde la condición de empleado público. 

c) Se traslada al funcionario. 

d) Se produce la inhabilitación temporal del empleado. 

 

72. El artículo 167 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 

dispone que los órganos de contratación podrán adjudicar contratos de obras, 

suministros, servicios, concesión de obras y concesión de servicios, cuando la 

prestación objeto del contrato incluya un proyecto o soluciones innovadoras, 

utilizando el procedimiento: 

a) Abierto simplificado. 

b) Negociado sin publicidad. 

c) Licitación con negociación. 

d) Restringido. 
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73. El artículo 239.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, indica que, en la ejecución del contrato de obras, entre otros, tendrán la 

consideración de fuerza mayor: 

a) Los robos tumultuosos.  

b) Las huelgas legales. 

c) Las enfermedades graves. 

d) Los accidentes de tráfico. 

 

74. El artículo 48 de la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa, 

dispone que una vez determinado el justo precio, se procederá al pago de la 

cantidad que resultare, en el plazo máximo de: 

a) Seis meses. 

b) Tres meses. 

c) Un mes. 

d) Dos meses. 

 

75. De conformidad con el artículo 4 de la ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones 

de la Comunidad de Madrid, podrán concederse de forma directa subvenciones 

cuando: 

a) La prelación de las solicitudes válidamente presentadas y que cumplan los requisitos 

que se establezcan, se fije únicamente en función de su fecha de presentación dentro 

de un plazo limitado.  

b) El crédito consignado en la convocatoria fuera suficiente para atender a todas las 

solicitudes que reúnan los requisitos establecidos, una vez finalizado el plazo de 

presentación. 

c) El otorgamiento de las subvenciones, con el límite de créditos disponibles fijados en la 

convocatoria, se realice a aquellas solicitudes que hayan obtenido mayor valoración 

en aplicación del criterio o criterios previamente fijados en las bases reguladoras y en 

las convocatorias, una vez comparadas las solicitudes dentro de un plazo limitado y 

establecida una prelación entre las mismas. 

d)  Con carácter excepcional, se acrediten razones de interés público, social, económico 

o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria pública. 

 

76. De conformidad con el artículo 86.2 Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio 

de las Administraciones Públicas, el aprovechamiento especial de los bienes de 

dominio público, así como su uso privativo, cuando la ocupación se efectúe 

únicamente con instalaciones desmontables o bienes muebles, estarán sujetos a 

concesión:  

a) Cuando el plazo máximo de duración, incluidas las prórrogas, no exceda de 75 años, 

salvo que se establezca otro menor en las normas especiales que sean de aplicación. 

b) Si la duración del aprovechamiento o uso excede de cuatro años. 

c) Si el plazo inicial de explotación no excede de un año. 

d) Cuando el plazo previsto para su terminación y entrega a la Administración adquirente 

no exceda de dos años. 
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77. Según el artículo 2 Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 

Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, los bienes comunales solo podrán 

pertenecer: 

a) A Diputaciones, Cabildos o Consejos interinsulares. 

b) A Comunidades Autónomas y Provincias. 

c) A los municipios y a las entidades locales menores. 

d) Al Estado, Comunidades Autónomas, Provincias y Ayuntamientos. 

 

78. Conforme a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal 

y de Protección de la Naturaleza de la Comunidad de Madrid, se entenderá por monte 

o terreno forestal: 

a) Todo terreno rústico en el que vegetan especies arbóreas, arbustivas, herbáceas o de 

nivel biológico inferior, espontáneas o introducidas, y en el que se suelen efectuar 

laboreos o remociones del suelo. 

b) Los terrenos forestales con vegetación arbórea que alcanza autónoma persistencia, 

con el mínimo de fracción de cabida cubierta que reglamentariamente se establezca. 

c) Los montes arbolados cuyo producto principal deriva del aprovechamiento arbóreo en 

régimen de montanera o pastos. 

d) Todo terreno rústico en el que vegetan especies arbóreas, arbustivas, herbáceas o de 

nivel biológico inferior, espontáneas o introducidas, y en el que no se suelen efectuar 

laboreos o remociones del suelo. 

 

79. En el artículo 2 de la Ley 11/1998, de 9 de julio, de Protección de los Consumidores 

de la Comunidad de Madrid, se define el concepto de consumidor como: 

a) Las personas físicas o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios 

finales, bienes muebles o inmuebles, productos, servicios, actividades o funciones, 

cualquiera que sea la naturaleza pública o privada, individual o colectiva de las 

entidades, empresas o profesionales, colegiados o no, que los producen, facilitan, 

suministran o expiden. 

b) Quienes adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios con el fin de 

integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación 

a terceros, aún cuando dicha integración no implique un beneficio directo. 

c) Únicamente las personas físicas que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios 

finales, bienes muebles, productos, servicios, actividades o funciones, de naturaleza 

pública, individual o colectiva de las entidades, que los producen, facilitan, suministran 

o expiden. 

d) Únicamente quienes adquieran, utilicen o consuman bienes o servicios con el fin de 

integrarlos en procesos de producción y comercialización. 
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80. Conforme a lo establecido en el artículo 63 de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de 

Minas, indique cuándo podrá solicitarse directamente la concesión de explotación 

sin necesidad de obtener previamente un permiso de investigación: 

a) Cuando esté de manifiesto un recurso de la Sección D), de tal forma que se considere 

suficientemente conocido y se estime viable su aprovechamiento racional. 

b) Cuando esté de manifiesto un recurso de la Sección C), de tal forma que se considere 

suficientemente conocido y se estime viable su aprovechamiento racional. 

c) Cuando sobre recursos suficientemente reconocidos en derechos mineros que estén 

en vigor, existan datos y pruebas que permitan definir su explotación como 

consecuencia de mejoras tecnológicas. 

d) Cuando sobre recursos suficientemente reconocidos en derechos mineros que estén 

en vigor, existan datos y pruebas que permitan definir su explotación como 

consecuencia de nuevas perspectivas de mercado. 

 

81. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid, el 

procedimiento de aprobación de los Planes Generales y de sus modificaciones y 

revisiones, se iniciará mediante: 

a)  Acuerdo de aprobación inicial adoptado por el Pleno del Ayuntamiento, de oficio y a 

iniciativa propia o en virtud de moción deducida por cualquier otra Administración 

pública territorial. 

b) Acuerdo de aprobación inicial adoptado por el Alcalde del Ayuntamiento, de oficio y a 

iniciativa propia o en virtud de moción deducida por cualquier otra Administración 

pública territorial. 

c) Acuerdo de aprobación inicial adoptado por la Asamblea, de oficio y a iniciativa propia 

o en virtud de moción deducida por cualquier otra Administración pública territorial. 

d) Acuerdo de aprobación inicial adoptado por el Consejo de Gobierno, de oficio y a 

iniciativa propia o en virtud de moción deducida por cualquier otra Administración 

pública territorial. 
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82. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid, la 

reparcelación podrá ser económica en el siguiente supuesto: 

a) Cuando las circunstancias de edificación, construcción o de índole similar 

concurrentes en la unidad de ejecución hagan impracticable o de muy difícil realización 

la reparcelación material en todo o en al menos el 10 por 100 de la superficie total de 

aquélla. 

b) Cuando las circunstancias de edificación, construcción o de índole similar 

concurrentes en la unidad de ejecución hagan impracticable o de muy difícil realización 

la reparcelación material en todo o en al menos el 20 por 100 de la superficie total de 

aquélla. 

c) Cuando las circunstancias de edificación, construcción o de índole similar 

concurrentes en la unidad de ejecución hagan impracticable o de muy difícil realización 

la reparcelación material en todo o en al menos el 12 por 100 de la superficie total de 

aquélla. 

d) Cuando las circunstancias de edificación, construcción o de índole similar 

concurrentes en la unidad de ejecución hagan de difícil realización la reparcelación 

material en todo o en al menos el 5 por 100 de la superficie total de aquélla. 

 

83. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley del Suelo de la Comunidad de Madrid, serán 

competentes para resolver los procedimientos sancionadores de infracciones 

urbanísticas:  

a) El titular de la consejería competente en materia de ordenación del territorio y 

urbanismo, para la imposición de sanciones que no superen la cantidad de 1.800.000 

euros. 

b) El Consejo de Gobierno, cuando la sanción supere el 1.000.000 de euros. 

c) El titular de la consejería competente en materia de ordenación del territorio y 

urbanismo, para la imposición de sanciones que no superen la cantidad de 1.000.000 

euros. 

d) Las respuestas b y c son correctas. 

 

84. El artículo 31.2 de la Constitución española establece lo siguiente: 

a) El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 

programación y ejecución responderá a los criterios de eficacia y eficiencia. 

b) El gasto público realizará una distribución proporcional de los recursos públicos, y su 

programación y ejecución responderá a los principios de eficiencia y eficacia. 

c) El gasto público realizará una distribución proporcional de los recursos públicos, y su 

programación y ejecución responderá a los principios de economía y eficiencia. 

d) El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 

programación y ejecución responderá a los criterios de eficiencia y economía.  

  



TSAG_J - 24 

 

85. Los derechos de los obligados tributarios se recogen: 

a) En el Título I, Capítulo II, Sección cuarta de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria. 

b) En el Título II, Capítulo I, Sección cuarta de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria. 

c) En el Título II, Capítulo I, Sección tercera de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria. 

d) En el Título I, Capítulo II, Sección tercera de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General tributaria. 

 

86. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, señale la respuesta correcta en relación a los recargos del periodo 

ejecutivo:  

a) El recargo ejecutivo será del cinco por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la 

totalidad de la deuda no ingresada en periodo ejecutivo antes de la notificación de la 

providencia de apremio. 

b) El recargo ejecutivo será del cinco por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la 

totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario antes de la notificación de la 

providencia de apremio. 

c) El recargo de apremio ordinario será del 10 por ciento. 

d) El recargo de apremio ordinario será del cinco por ciento. 

 

87. De acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 

septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto de 

Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos documentados, la Base Imponible 

del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales está constituida por el valor del bien 

transmitido o del derecho que se constituya o ceda. Indique la respuesta correcta 

en relación a las cargas deducibles:  

a) Únicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el valor de los bienes, pero 

no las deudas salvo que estén garantizadas con prenda. 

b) Únicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el valor de los bienes, pero 

no las deudas aunque estén garantizadas con prenda o hipoteca. 

c) Únicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el valor de los bienes, pero 

no las deudas salvo que estén garantizadas con hipoteca. 

d)  Las cargas que disminuyan el valor de los bienes no serán deducibles en ningún caso. 
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88. La Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 

de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 

Autonomía, establece lo siguiente:  

a) Se cede a la Comunidad Autónoma el 35 por ciento del rendimiento del Impuesto 

sobre el Valor Añadido producido en su territorio. 

b) Se cede a la Comunidad Autónoma el 50 por ciento del rendimiento del Impuesto 

Especial sobre la cerveza producido en su territorio. 

c) Se cede a la Comunidad Autónoma el 58 por ciento del rendimiento del Impuesto 

Especial sobre Hidrocarburos en su territorio. 

d) Se cede a la Comunidad Autónoma el 58 por ciento del rendimiento del Impuesto 

Especial sobre Electricidad producido en su territorio. 

 

89. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria, la programación presupuestaria se regirá, entre otros, por 

el siguiente principio: 

a) Lealtad institucional. 

b) Coordinación. 

c) Anualidad. 

d) Solidaridad. 

 

90. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de 

Hacienda de la Comunidad de Madrid, señale la respuesta correcta en relación a la 

clasificación del gasto:  

a) La clasificación orgánica o por programas, agrupará los créditos para gastos según la 

finalidad de las actividades a realizar y los objetivos a conseguir. 

b) La clasificación funcional o por programas, agrupará los créditos para gastos según la 

finalidad de las actividades a realizar y los objetivos a conseguir. 

c) La clasificación por programas agrupará los créditos para gastos por secciones, 

constituidas por la Asamblea, Presidencia de la Comunidad, las distintas Consejerías 

y las demás que se determinen. 

d) La clasificación orgánica agrupará los créditos por capítulos. 
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91. Conforme a la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la 

Comunidad de Madrid, con carácter general, el plazo de rendición de cuentas para 

los perceptores de pagos derivados de órdenes de pago a justificar y anticipos de 

caja fija:  

a) Será de tres meses, excepto las correspondientes a pagos de expropiaciones y pagos 

en el extranjero que podrán ser rendidas en el plazo de seis meses. 

b) Será de un mes, excepto las correspondientes a pagos de adquisiciones de bienes 

inmuebles y pagos en el extranjero que podrán ser rendidas en el plazo de tres meses.  

c) Será de tres meses, excepto las correspondientes a pagos de adquisiciones de bienes 

muebles y pagos en el territorio nacional que podrán ser rendidas en el plazo de seis 

meses. 

d) Será de un mes, excepto las correspondientes a pagos de expropiaciones y pagos en 

el territorio nacional que podrán ser rendidas en el plazo de tres meses. 

 

92. El grupo 5 del Plan General de Contabilidad Pública se denomina:  

a) Compras y gastos por naturaleza. 

b) Ventas e ingresos por naturaleza. 

c) Cuentas financieras. 

d) Ingresos imputados al patrimonio neto. 

 

93. Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, para 

que sea válida la aprobación de un convenio colectivo, se necesita: 

a) El voto favorable del total de sindicatos, federaciones o confederaciones. 

b) El voto favorable del 60% de los trabajadores. 

c) El voto favorable de la mayoría de cada una de las dos representaciones. 

d) El voto favorable de la mayoría de miembros del comité de empresa. 

 

94. Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, en 

defecto de pacto en convenio, la duración máxima del periodo de prueba para los 

técnicos titulados con contrato indefinido, es de: 

a) 12 meses. 

b) 3 meses. 

c) 9 meses. 

d) 6 meses. 
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95. Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

indique qué tipo de contrato se presume celebrado si no se acredita la naturaleza 

temporal de un contrato celebrado de palabra: 

a) Contrato fijo-discontinuo. 

b) Contrato de interinidad. 

c) Contrato indefinido. 

d) Contrato a tiempo parcial. 

 

96. De conformidad con el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, en los 

supuestos de despido colectivo, en que la extinción de contratos de trabajo está 

fundada en causa económica consistente en una disminución persistente del nivel 

de ingresos, indique qué requisito debe cumplir esa disminución del nivel de 

ingresos para ser considerada como persistente: 

a) Si durante tres trimestres consecutivos el nivel de ingresos es inferior al registrado en 

el mismo trimestre del año anterior. 

b) Si durante diez meses se mantiene la disminución de ingresos. 

c) Presentar memoria económica avalada por auditoría. 

d) Si durante tres trimestres alternos el nivel de ingresos es inferior al registrado en el 

mismo trimestre del año anterior. 

 

97. Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, la 

duración mínima del descanso entre jornadas, es de: 

a) 8 horas. 

b) 10 horas. 

c) 12 horas. 

d) 14 horas. 

 

98. De conformidad con el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, indique 

qué carácter tienen, salvo acuerdo en contrario, los complementos salariales 

vinculados al puesto de trabajo: 

a) Fijos. 

b) Consolidables. 

c) No consolidables. 

d) Variables pero consolidables. 
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99. De conformidad con el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, indique en 

qué empresa o centro de trabajo es obligatorio constituir un comité de empresa: 

a) En aquellas cuyo censo sea al menos de 30 trabajadores. 

b) En aquellas cuyo censo sea al menos de 40 trabajadores. 

c) En aquellas cuyo censo sea al menos de 50 trabajadores. 

d) En aquellas cuyo censo sea al menos de 60 trabajadores. 

 

100. Conforme el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en el ámbito del 

Régimen General de la Seguridad Social y con carácter general, el período mínimo 

de cotización para ser beneficiario del subsidio por incapacidad temporal en caso 

de enfermedad común, es de: 

a) Ciento veinte días dentro de los tres años inmediatamente anteriores al hecho 

causante. 

b) Ciento veinte días dentro de los cinco años inmediatamente anteriores al hecho 

causante. 

c) Ciento ochenta días dentro de los tres años inmediatamente anteriores al hecho 

causante. 

d) Ciento ochenta días dentro de los cinco años inmediatamente anteriores al hecho 

causante. 

 

 

PREGUNTAS DE RESERVA 

 

101. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 

octubre, del Tribunal Constitucional, las violaciones de los derechos y libertades 

susceptibles de amparo constitucional, que tuvieran su origen inmediato y directo 

en un acto u omisión de un órgano judicial, podrán dar lugar a este recurso siempre 

que se cumplan los requisitos siguientes: 

a) Que se hayan agotado todos los medios de impugnación previstos por las normas 

procesales para el caso concreto dentro de la vía judicial. 

b) Que la violación del derecho o libertad sea imputable de modo inmediato y directo a 

una acción u omisión del órgano judicial con independencia de los hechos que dieron 

lugar al proceso en que aquellas se produjeron, acerca de los que, en ningún caso, 

entrará a conocer el Tribunal Constitucional. 

c) Que se haya denunciado formalmente en el proceso, si hubo oportunidad, la 

vulneración del derecho constitucional tan pronto como, una vez conocida, hubiera 

lugar para ello. 

d) Todas las respuestas son correctas. 
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102. El artículo 106.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, indica que, en los casos en que el órgano de contratación haya acordado 

la exigencia de garantía provisional, en los pliegos de cláusulas administrativas 

particulares se determinará el importe de la misma, que: 

a) Se fijará a tanto alzado por la Administración Pública, sin que pueda superar el 3 por 

100 del valor de adjudicación del contrato, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

b) No podrá ser superior a un 3 por 100 del presupuesto base de licitación del contrato, 

excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

c) De un 5 por 100 del precio final ofertado por los licitadores, excluido el Impuesto sobre 

el Valor Añadido. 

d) De hasta un 5 por 100 del precio final ofertado por el licitador, excluido el Impuesto 

sobre el Valor Añadido, pudiendo alcanzar la garantía total un 10 por 100 del citado 

precio. 

  

103. Los objetivos climáticos de la UE para el 2030, son, entre otros:  

a) Reducir las emisiones de gases de efectos invernaderos de la UE en un 55% respecto 

a los niveles de 1990. 

b) Reducir las emisiones de gases de efectos invernaderos de la UE en un 60% respecto 

a los niveles de 1990. 

c) Reducir las emisiones de gases de efectos invernaderos de la UE en un 80% respecto 

a los niveles de 1990. 

d) Reducir las emisiones de gases de efectos invernaderos de la UE en un 35% respecto 

a los niveles de 1990. 

 

104. De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1/2002, de 24 de octubre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Tasas y Precios Públicos de la 

Comunidad de Madrid, el rendimiento de las tasas se aplicará en su totalidad a la 

cobertura de las obligaciones de la Comunidad de Madrid, salvo que:  

a) A título excepcional y mediante Ley, se establezca una afectación concreta. 

b) A título excepcional y mediante Decreto, se establezca una afectación concreta. 

c) A título excepcional y mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno, se establezca una 

afectación concreta. 

d) A título excepcional y mediante Orden del Consejero de Hacienda, se establezca una 

afectación concreta. 
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105. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 105 del Convenio Colectivo Único para 

el Personal Laboral al Servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid 

(2025-2028), con carácter general, la compensación por trabajo en domingos y 

festivos se realizará del siguiente modo:  

a) El trabajo realizado en domingo, se compensará con un 25 por 100 del tiempo de 

prestación. 

b) El trabajo realizado en domingo, se compensará con un 50 por 100 del tiempo de 

prestación. 

c) El trabajo realizado en festivo, se compensará con un 25 por 100 del tiempo de 

prestación. 

d) El trabajo realizado en festivo, se compensará con un 40 por 100 del tiempo de 

prestación. 

 

 

 


